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Asunto: Recursos contra el Acuerdo de la Junta Electoral Provincial de Barcelona 
de 24 de diciembre de 2019. 

El letrado del Parlament de Catalunya suscrito, en nombre e interés de la Cámara, y en 

cumplimiento de la resolución de la presidencia del Parlament del día 27 de diciembre 
por la que se mandata a los servicios jurídicos de la Cámara a personarse y formular 

alegaciones en este procedimiento, comparece ante la Junta Electoral Central (JEC) y 

como mejor en derecho proceda 

1. Que la Junta Electoral Provincial de Barcelona (JEP) el 24 de diciembre de 2019 

acordó desestimar los escritos presentados por el Partido Popular, Ciutadans-Partido 

de la Ciudadanía y Vox por los que solicitaban que, en virtud del artículo 6.2 b LOREG, 

se procediera «al cese como diputado electo del Parlament de Catalunya, por 

inelegibilidad sobrevenida» al MH President de la Generalitat de Catalunya, Sr. Joaquim 

Torra i Pla. 

2. Que esta parte ha tenido conocimiento de la existencia de tres,procedimientos ante 

la JEC por los cuales se recurre el acuerdo de la JEP de 24 de diciembre de 2019. 

3. Que teniendo en cuenta que es el Parlament de Catalunya el competente para 

resolver las cuestiones de incompatibilidad de los diputados del Parlament, tanto las 
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previstas en el artículo Reglament del Parlament de Catalunya como eo 

las leyes generales,yportratarse de una cuestión que no afecta al régimen electoral si 

no al estatuto de los diputados, el Parlament de Catalunya, a través de su 

representación procesal, pasaaformular las siguientes 

^Antecedentes. 

^11^1^ President de laGeneralitat,^oaquimTorraiPla es diputado en el Parlament 
de Catalunya desde que fue proclamado electo por la lista electoral de la candidatura 

^unts per Catalunya, por la circunscripción electoral de Barcelona, en las elecciones 

celebradas el 21 de diciembre de 2017(alta^ 01^29^2013, BQPQ, 8). 

1.2. elegido President de la Generalitat porel Pleno del Parlament, en la sesión 

celebrada el 14de mayo de 2013(BGPQ,76). 

1.3 La sentencia de la Sala QivilyPenaldelTribunal Superior de justicia de Catalunya 

(TS^0),del19 de diciembre de 2019, en méritos del Procedimiento Abreviado núm. 

1^2019estableceensu Palios 

«Que debemos condenar y al acusado, l^olt l^onorable 

President de la Generalitat de Catalunya, O.^OAÒUII^TQRRAIPLAcomo 

autor penalmente responsable de un delito de desobediencia cometido por 
autoridadofuncionario público, ya definido, sin la concurrencia decircunstancias 

modificativas de la responsabilidad criminal,alas penas de 1^1^LTA015 01^^ 

(10) l^^S^S con una cuota diaria de Ql^N(100)^^RGSyuna responsabilidad 

personal subsidiaria de un día de privación de libertad por cada dos cuotas no 

abonadas,elNl^ABlLlTA^l^N^SP^QlAL para el ejercicio de cargos públicos 

electivos, ya sean de ámbito local,autonómico, estataloeuropeo, asicomo para 
eldesempeño de funciones de gobierno en los ámbitoslocal,autonómicoydel 

^stado,portiempodeL^l^(1)AÑG^S^lS(6)l^^S^S.» 

Su fundamento jurídico noveno estableced 
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«El alcance de esa inhabilitación especial lo será para cargo público electivo, ya 

sea de ámbito local, autonómico, estatal o europeo (STS 91/2019, de 23 de 

enero -FJ13-), así como para el ejercicio de funciones de gobierno tanto en el 

ámbito local como en el autonómico y también en el del Estado, pues del ejercicio 

de ese mismo tipo de responsabilidad públicas electivas y gubernativas se sirvió 

el acusado para la comisión del delito que aquí se le reprocha.» 

1.4. De acuerdo con los antecedentes facilitados por el MHP, Sr. Joaquim Torra, éste 

verificó, en fecha 23 de diciembre de 2019, a través de su defensa y de su 

representación, la presentación de un escrito de preparación de recurso de casación 

contra la referida sentencia, en los términos previstos en art. 854 y s. de la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal (LECrim). 

1.5. Los representantes del Partido Popular, Ciutadans-Partido de la Ciudadanía y Vox, 

en fecha 20 de diciembre el primero y 23 de diciembre los otros dos, solicitaron ante la 

JEP que en virtud del art. 6.2 b LOREG se procediera «al cese como diputado electo 

del Parlament de Catalunya, por inelegibilidad sobrevenida» al MH President de la 

Generalitat de Catalunya, Sr. Joaquim Torra i Pla. 

1.6. La JEP, en la sesión del día 24 de diciembre de 2019, se declaró competente para 
la resolución de las citadas peticiones y adoptó el acuerdo por el que se desestimaban. 

La cimentación de este acuerdo es que, a efectos penales, la condena lo es por 

desobediencia a la Administración Electoral y ésta no puede ser subsumida entre las 

Administraciones públicas a las que se hace referencia en el artículo 6.2 b de la LOREG, 
y en segundo lugar en base a la interpretación restrictiva y proporcional de las normas 

limitativas del derecho a sufragio pasivo del art. 23 CE. 

1.7. Recientemente se ha tenido conocimiento de que Partido Popular, Ciutadans-

Partido de la Ciudadanía y Vox han interpuesto recurso contra el acuerdo de la JEP de 

24 de diciembre ante la Junta Electoral Central, solicitando que se estimaran sus 

escritos. 

II. La causa de incompatibilidad sobrevenida prevista en los arts. 6.2 b y 6.4 
LOREG. El alcance y la aplicabilidad de estos preceptos. 
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2.1. El artículo 6.4 de la Ley Orgánica (LO) 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral 

General (LOREG) extiende las causas de.inelegibilidad previstas en el mismo artículo 

6, apartados 1, 2 y 3 (generales, penales y de circunscripción), a las de incompatibilidad 

(«Las causas de inelegibilidad lo son también de incompatibilidad [...]»). 

Entre las causas de inelegibilidad, el artículo 6.2 b LOREG establece la inelegibilidad 

de 

«[l]os condenados por sentencia, aunque no sea firme, por delitos de rebelión, 

de terrorismo, contra la Administración Pública o contra las Instituciones del 

Estado cuando la misma haya establecido la pena de inhabilitación para el 

ejercicio del derecho de sufragio pasivo o la de inhabilitación absoluta o especial 

o de suspensión para empleo o cargo público en los términos previstos en la 

legislación penal.» 

Este precepto fue incorporado a la legislación orgánica electoral citada como 

consecuencia de la reforma operada en ésta por la LO 3/2011, de 28 de enero. Esta 

reforma era tributaria de la LO 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos (LOPP), y 
como tal es mencionada en el Preámbulo de la LO 3/2011, que declara que la LOPP 

«conllevó la ¡legalización de partidos que justificaban la violencia como método y que 

estaban en connivencia o servían de instrumento a organizaciones terroristas para 

prolongar política y socialmente el terror, la amenaza, la intimidación o la extorsión.» 

En conexión con lo anterior, y con el fin de realizar una interpretación auténtica de la 

norma, hay que acudir al preámbulo de la LO 3/2011 que declara que el propósito de la 
reforma de la LOREG objeto de nuestro examen fue precisamente el de «[...] reformar 
determinados preceptos de la ley electoral para evitar que formaciones políticas ilegales 

o quienes justifican o apoyan la violencia terrorista puedan utilizar nuevas vías para, 

fraudulentamente, concurrir a futuros procesos electorales y obtener representación 

institucional». 

Esta reforma de la LOREG también incorporó en el artículo 6.2 b los delitos contra la 

Administración Pública. 

4 



P A R L A M E N T  D E  C A T A L U N Y A  

No hay precedentes respecto la diputado 
queesademás PresidentedeiGobierno Sóio hay preoeder^tesrespéotoaoor^der^asno 

firmes de aioaides condenados por deiitos contra ia Administración Púhiioavinouiados 

aia corrupción. 

2.2. Oe acuerdo con ia Disposición Adicionai(OA)1.2 LOREG,ios articuios6.2^y6B4 
LOREG resuitan de apiicación directa entodo tipo de procesos eiectoraies,incluidas ias 

elecciones autonómicas, inciuso eh ei caso de que ias Comunidades Autónomas (OA) 

dispongan de legislación electoral propias 

«1. Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio del ejercicio de las 

competencias reconocidas, dentro delrespetoalaOonstituciónyala presente 

ley orgánica,alas comunidades autónomas por sus respectivos estatutos en 

relación con las eleccionesalas respectivas asambleas legislativas. 

2. En aplicación de las competencias que la Constitución reserva al Estado se 

aplican también alas eleccionesaAsambleas Legislativas de Comunidades 

Autónomas convocadas por éstas, los siguientes artículos del Titulolde esta 

LeyOrgánica^1al42^.j» 

Esto es relevante porque, con independencia de que Catalunya no disponga de una ley 

electoral propia, la DisposiciónTransitoria(OT) de la Ley 13/2008, de5de noviembre, 

de la presidencia de la Generalitatydel Gobierno,remite al art.Ude la Ley 3/1982,del 

Parlament, del Presidenteydel Consejo Ejecutivo de la Generalitat, con respectoalas 
causas de inelegibilidad de los diputados, que resultan desplazadas por la legislación 

orgánica estatal mencionada 

Hay que tener presente la STS 91/2019,de 23 de enero,donde en su fundamento 

jurídico 13establece^ 

«los diputados del Parlamento Europeo se eligen por sufragio directo en unas 

elecciones de ámbito nacional, que se regulan por la legislación electoral 

nacional, concretamente por la Ley Orgánica Estatal del Régimen Electoral 
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General 5/1985,de de junio.Tales diputados ejercen SUS funciones en un 

órgano central de la Onlón Europea,ysln perjuicio de que deban defender los 

Intereses deestá última, también ejercenfunclonesen representación del Estado 

español (...) es la Junta Electoral Central la competente para todas las 

cuestiones relacionadas con la presentaclónyproclamaclón de candldatosalas 

elecciones al Parlamento Europeo, unos candidatos que lógicamente deberán 

cumplir los requisitos exigidos por la legislación españolaaestos efectos, entre 

ellas,ydeacuerdoconelartlculo8.2,apartadob),deltexto legal citado, nobaber 

sido condenados, aunque la sentencia no sea firme, por delitos de rebellón, de 

terrorismo,contra la Administración Públlcaocontra las Instituciones del Estado 

cuando la misma baya establecido la pena de inhabilitación para el ejercicio del 

derecho de sufragio pasivoo la de inhabilitación absoluta oespecial ode 

suspensión para empleo o cargo público en los términos previstos en la 

legislación penals que es precisamente lo que ocurre en el caso de autos». 

También la Resolución de la JEC 6/2018, de8de febrero,que daba respuestaauna 

Consulta relativaala aplicación del art. 8.2^LGREG,sobre si la pena de inhabilitación 

especialode suspensión para todo tipo de empleoocargo público, impuestapor 

sentencia, aunque no sea firme, por delitos de rebelión, terrorismo, contra la 

Administración Públicaolas instituciones del Estado, implica causa de inelegibilidad, 

determinó^ 

El criterio de esta Junta es que la causa de inelegibilidad establecidaen 

el artículo 8.2b)de la LCREG debe entenderseen el sentidodequeafectaalos 

condenados por los delitosde rebelión, terrorismo, contraía Administración 

Públicaocontra las instituciones del Estado, cuando la sentencia, aunque no 

seafirme, haya impuesto la pena de inhabilitación especialode suspensión para 

empleoocargo público, cualesquiera que sean los empleosocargospúblicosa 

los que se refiera dicha pena. Como fundamento de este criterio cabe invocar, 

en primer lugar, la literalidad del precepto, que establece como núcleo de la 

causade inelegibilidad la condena porestetipodedelitossindistinguirloscargos 

o empleos públicos concretos sobre los que pueda recaer la pena de 

inhabilitación especialosuspensión.Además, porque esa parece ser la finalidad 
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perseguidaporeí ai considerar que determinados delitos, por su 

naturaíezaygravedad,afeotanpartiouíarmente ai ejercicio de ios oargoseíeotos, 

hasta ei punto de que no sea necesaria ia firmeza deia resolución judicial de 

condena para que prodúzcala consecuencia de su ineiegihiiidadPinaimente, 

porque ia referencia que i^aceei inciso finaideiarticuio6^2^h) de iaLQREG^^a 

ios términos previstos de ia iegisiación penai^^ dehe entenderse como una 

remisión generaiaiaiegisiaciónpenai en cuantoaia previsión de estos tipos 

penales,pero sin que eiio suponga reducir ia extensión de iaineiegihiiidadaios 

empieosocargospúhiicos específicos sohre los que pueda recaer ia pena de 

inhahiiitaciónespeciaiode suspensión de empieoocargopúl^iico^» 

114 l̂ asprevlsî nesdel Reglament del ParlamentdeCatalunyarelatIvasalas 

inc^mpatlbilidadesyalas causas de pérdida de la condición de dlputad^^ del 

artículo ^^^del Estatuto de ^ut^n^mía de Catalunya (E^C)yde la Ley 
de^den^vlembre^ deia presidenclade laGeneralitatydelG^biern^^con respecta 
a las causas dehese del Presidentde la Generalitat. 

Ei texto refundido deiRegiament del Pariament de Catalunya (TRPC), de 20 de febrero 

de2016, estal^ieceensuartlcuio 13^1, ubicado sistemáticamente en elcapltuioli 
reiativoalos deberes de ios diputados,que «^ijos diputados han de observar siempre 

ias normas sobre incompatlbiiidades^^^^j»^, con respectoaias incompatibilidades 

sobrevenidas, einúmero2dei mismo artlcuio13determina que «^sji hay aigún cambio 

en ia situación reiativaaiasactividadesoios cargos púbiicos de ios diputados, éstos io 
comunicaránaia Comisión deiEstatuto de ios i^ipUtados de acuerdo con lo estabiecldó 

enelartlcuio19^2»^ 

En este punto se discrepa dei criterio deia JEP adoptado en ei acuerdo de 24 de 

diciembre, por ei que se deciara competente para resoiver la cuestión, al considerar que 

ialncompatibiiidad sobrevenida del artlcuio6^2^no está prevista en eiRPCyportanto 

no es competente ei PariamenL i^ay que decir a estos efectos que ia JEP es 

incompetente porrazón de la materiateniendo en cuenta que nosetrata de una cuestión 

de régimen eiectoraiyqueiaincompatibiiidad de ios diputados es una cuestión que 
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afecta ai estatuto de los diputados, por lo que es el Parlament el que debe determinar 

la afectación de la resolución judicial respecto al estatuto de uno de sus miembros. 

El artículo 18.1 RPC prevé el proced inri lento a seguir en caso que existiera una posible 

incompatibilidad. Así, si la Comisión del Estatuto de los Diputados considera que existe 

una eventual causa de incompatibilidad entre la condición de diputado y el ejercicio de 

otro cargo público o de una actividad, antes de elevar al Pleno el dictamen, dará traslado 

a la persona afectada, para que, en el plazo de cinco días, formule las alegaciones que 

crea convenientes. Declarada y notificada la incompatibilidad, el diputado afectado 
dispone de un plazo de ocho días para optar entre el escaño y el cargo incompatible. Si 

no se pronuncia expresamente dentro de dicho plazo, se entenderá que renuncia al 

escaño. 

El artículo 24 e TRPC, en el marco del capítulo IV relativo a la regulación de la 

adquisición y la pérdida de la condición de diputado y la suspensión de los derechos 

parlamentarios, prevé que los diputados del Parlament, una vez que han accedido al 

pleno ejercicio de la condición de diputado, pierden su condición, entre otras causas, 
por «[..,] la condena a una pena de inhabilitación impuesta por una sentencia judicial 

firme». 

Hay que hacer referencia, por otra parte, que, como se ha dicho, el MHP, Sr. Joaquim 

Torra es también President de la Generalitat, y de acuerdo con el artículo 67.2 EAC la 
pérdida de la condición de diputado conllevaría también la pérdida del cargo de 

President de la Generalitat. En virtud de este cargo le resulta también aplicable el 

artículo 7 de la Ley 13/2008, de 5 de noviembre, de la presidencia de la Generalitat y 

del Gobierno, que establece, en su apartado 1. f, como causa de cese en el cargo, la 
«condena penal firme que comporte la inhabilitación para el ejercicio de cargos 

públicos». 

Precisamente por ello, las solicitudes dirigidas a la JEP, de la que traen causa los 
recursos que motivan estas alegaciones, no deberían haber sido atendidas pues no es 

la Junta electoral la competente para dirimir asuntos que afectan al estatuto de los 

parlamentarios ya electos, ni las causas de cese del President de la Generalitat, y 

tampoco para examinar la posible incompatibilidad en la que haya podido incurrir un 

diputado del Parlament, pues es el Parlament a quien corresponde hacerlo. 
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conexión éntrela causa de articulo 

las causas de ̂ compatibilidad legalmente previstas. 

Eí Reglamento deia Cámara catalana distingue,como se ha viste,entre ía^ diferentes 

circunstancias en las que se pueden encontrar sus parlamentarios, tanto en cuantoaia 

forma como se obtiene iacaiidad de diputado como iasreiativasaias vicisitudes que 

pueden suceder cuando ya ia han obtenido, esto es, durante ei ejercicio del cargo 

^0 en vano, como significó pronto elTribunai Constitucionai (TC)en iaSentencia 

45/1983, de 25 de mayo, iainelegibiiidad impide ser candidato por eiheci^o de ocupar 

determinados cargos, desarrollar determinadas profesionesoincurrir en actuaciones 

reprobadas jurídicamente, convirtiéndose por este motivo en un impedimento 

irreparabie y sin posibiiidad de convaiidación a en tanto que ia 

incompatibiiidad permite ser candidato pero, en caso de ser eiegido, proi^lbe ai 

interesado el desarrollo simuitáneo de suactividadaimargen de iapariamentaria, 

quedando obiigadoaoptar por una de eiias 

Laconexión ent^e, poruña parte, ei art. 8.2^ i^CREG (que prevé una causade 

ineiegibilidad para ios condenados, aunque no sea en sentencia firme, por delitos de 

terrorismo, de rebeiiónocontraiasadministracionespúblicas,ala pena deinhabiiitación 
para ei ejercicio dei derecho de sufragio pasivoodeinhabiiitaciónabsolutaoespeciaio 

de suspensión para empieoocargopúbiico)^y, porotro, elarte.5.4LCREG(que 

determina que ias causas de inelegibiiidad io son también de incompatibilidad), fue, 

según ia mejor doctrina, producto deia precipitación deiiegisiador, pues ai fin nos ha 

deparado una causa de incompatibilidad sobrevenida de naturaieza no sólo singuiar 

sino también extraña ai ordenamiento pariamentario,entantoque, como ya se ha dicho, 

ei objetivo de iasincompatibiiidades es ei de impedir ei ejercicio simuitáneo de dos 

cargos con posterioridadalas elecciones, esto es,se trata de una situación deseadao 

ai menos provocada poruno mismo que obligaaoptarpor un cargouotro en la mayoría 
de ios casosy,aveces,aasumirobiigatoriamente la nueva situación. 

En efecto, la apiicación sistemática de ios arts. 8.2^y5.4i^OREG evidencian iafaita 
dei elemento reiacionai característico de iasincompatibiiidades pues desaparece el 

derecho de opción porpartedei diputado. 1^0 en vano, el diputado no se enfrentaaotra 

situaciónquese pueda ejercer de formasimultáneaporqueno estamos ante dos 
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situaciones distintas, sino de la misma situación que coexiste con la irrupción de una 

circunstancia que debemos considerar exògena al cargo: una resolución judicial, no 

firme, que supone la inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos. 

En este contexto debemos tener presente que el Tribunal Constitucional ha manifestado 

que las causas de incompatibilidad se relacionan con el Derecho parlamentario, en tanto 

que afecta a su funcionamiento y organización interna; 

«El derecho de sufragio pasivo guarda íntima conexión con la inelegibilidad; es 

más ésta sí que guarda relación con el derecho electoral y, por ende, con el 

ejercicio del derecho de sufragio pasivo, pero la incompatibilidad, 
sustancialmente, no guarda relación con el Derecho electoral, sino más bien con 

el Derecho parlamentario, por cuanto afecta a la propia organización interna del 

órgano parlamentario. A mayor abundamiento, como ha quedado reflejado en el 
fundamento anterior, la incompatibilidad parlamentaria no tiene propiamente 

reflejo en el proceso electoral, sino más bien en la adquisición plena de la 

condición parlamentaria —y conservación, en su caso, de la misma— una vez 

que el candidato haya resultado electo, incardinándose por lo tanto en el ámbito 

de las relaciones jurídico parlamentarias, todo ello sin perjuicio de que por 
imperativo constitucional (o estatutario en este caso) la regulación sustantiva de 

las incompatibilidades se contenga en la norma electoral. El art. 23.2 CE, bajo 

cuyo amparo encuentran tutela las distintas manifestaciones del ius ad officium 

y del ius in officium de los representantes políticos, según han quedado 
delimitadas por la doctrina de este Tribunal, tiene un alcance que excede — 

dejando de un lado la parte concerniente a las funciones públicas, que no hace 

al caso— del derecho de sufragio pasivo.» (STC 155/2014, de 28 d'octubre de 

2014). 

Precisamente, la JEC ha mantenido una postura deferente hacia las instancias 

representativas de las que forman parte los electos afectados por la aplicación del art. 

6.2 y 6.4 LOREG, singularmente los entes locales, al remitir a sus órganos plenàries la 

decisión correspondiente, descartando cualquier posible automatismo en la ejecución 

de este extraño mecanismo legal (AAJEC de 3 de marzo de 2011 y de 27 de septiembre 

de 2012). En concreto, en un supuesto relativo a la inelegibilidad de un vocal de una 
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entidad autónoma local condenado por una sentencia no firme por prevaricación 

urbanística, a la vista de la nueva redacción del art. 6.2 b LOREG, la JEC declaró: 

«1°) No corresponde a esta Junta proceder al enjuiciamiento de situaciones 

concretas producidas dentro del ámbito de competencias de las corporaciones 

locales, como sucede respecto del examen de las incompatibilidades en que 

puedan incurrir los miembros de las Corporaciones Locales, que es competencia 

del Pleno de la correspondiente Corporación [...]» (Acuerdo JEC núm. 41/2011). 

En definitiva, las causas de inelegibilidad conllevan la pérdida de la expectativa de ser 

elegido y las causas de incotnpatibilidad, ni que sean sobrevenidas, otorgan al diputado 

el derecho a optar entre el ejercicio de la función parlamentaria y otra actividad pública 

o privada. La privación de la condición de parlamentario resulta definitiva. Por ello, la 
causa de incompatibilidad de los cargos electos declarados inelegibles en los términos 
previstos en el art. 6.4 en conexión con el art. 6.2 b LOREG no constituye un verdadero 

supuesto de incompatibilidad én tanto que no faculta la elección entre ejercer el cargo 

de diputado u otra actividad al margen de la parlamentaria. 

Si como se ha dicho no nos encontramos propiamente ante un supuesto de 

inelegibilidad o de incompatibilidad, la eventualidad que nos presenta el supuesto 

concreto es en opinión de algunos sectores doctrinales, una causa de «inelegibilidad 

sobrevenida»; y sólo se puede asimilar a una de las causas habituales de pérdida de la 
condición de diputado, también prevista en el artículo 24 e de nuestro Reglamento, que 

requiere que haya recaído una pena de inhabilitación impuesta por una sentencia judicial 

firme. 

V. La afectación de la autonomía parlamentaria y del derecho fundamental de 
participación política del artículo 23 de la Constitución. 

5.1. El Reglament del Parlament de Catalunya constituye la más genuina representación 

de la autonomía reconocida estatutariamente en la Cámara catalana [art. 58 del Estatuto 

de Autonomía de Catalunya (EAC)]. Esta capacidad autonormativa constituye 
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precisamente ia garantía de ia defensa de ia funcionalidad dei Parlament ante 

injerenoias de otros poderes,además de que se trata de una norma de desarrollo^de 

integraoión oonstituoional ^ estatutaria en ouanto a la organizaoión, aotividad ^ 

relaoiones de la cámara. 

La dootrina oonstituoidnal ha delimitado el oontenido de los Reglamentos 

parlamentarios, también los autonómicos, en el sentido de que pueden «regular, oon 
sujeoiónalaOonstituoión, su propiaorganizaoión^funoionamiento[ ..]»(ST0101/198^, 

de18denoviembre,PJ^A).Enellosseinolu^etodolorelativoalaoonstituoióndela 

cámara; laorganizaoión,el funoionamiento^elejeroioio de susfunoiones; además de 

las normas relativas al estatuto de sus miembros, entre ellas las oausas de adquisioión 

^pérdida de la oondioión de parlamentario. Ha^ que tene^ en ouenta, de aouerdooon la 

dootrina oonstituoional,que estas previsiones reglamentarias pueden ser en algunos 
oasos normas interpretativas de los principios oonstituoionales^estatutarios,^en otros 

tratarse de normas nuevas que disoiplinen institutos juridioos no neoesariamente 

previstos en la Oonstituoiónoal Estatuto. Finalmente, no se olvide, ha^ que menoionar 

que los Reglamentos parlamentarios son,ala vista de lo dispuesto en el art. 27.2^de 

laLe^Org^nioa2/1979,delTribunalOonstituoional(LOTO),enrelaoiónalart 

disposioiones normativas oon fuerza de le^, oontrolables en ouanto a su 

oonstituoionalidadporelTribunalOonstituoional 

5.2.En otro orden de oosas,ha^ que haoerreferenoiaala naturaleza,el signifioado^el 

aloanoedelmandatorepresentativo. En este oontexto, debe rebordarse que elTribunal 

Oonstituoional ha venido reiterando,através de una jurisprudenoia^a consolidada, que 

el dereoho fundamental de partioipaoiónpolitioa ex art. 2^ OEinolu^e el aooeso, la 
permanenoia^elejeroioiodeloargoofunoiónpúblioa: 

«[El artíoulo 23.2 OEjoonsagra la dimensión pasiva del dereoho de partioipaoión 

polítioa, enunciando el dereoho de los oiudadanosaaooeder en oondioiones de 

igualdadalasfunoiones^oargospúblioos,oon los requisitos que señalen las 

le^es.Aeste oontenido explioito del preoepto ha aunado nuestra jurisprudencia 

un oontenido implioitooual es,en primer lugar,eldereohoapermaneoer,en 
oondioion^sdeigualdad^oonlosrequisitosqueseñalenlasle^es,enlosoargos 
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que se febrero, 

00 pudiéndose ser removido de los mismos si no es por ^ausas^de acuerdo 

oon procedimientos estabieoidos(STQ 10/1983, de21 de febrero, 

además, icemosdeoiaradoeidereoi^oaiejeroioioodesempeñodeioargopúblico 

representativo oonformeaio previsto en las ie^es(STO 32/1985, de8de marzo, 
FJ3).Oualesquieradelasdimensionesquehemosidentifioadooomo integrantes 

deidereobodepartioipaoiónpoiítioareoonooidoeneiartiouio23.2 0E-aooeso, 

perman^noia ^ ejeroioio está delimitado oon arreglo al propio preoepto 

oonstituoional por la necesidad de llevarseaoabo^^enoohdioiones de igualdad^^ 

^deaouerdo^^oon los requisitos que señalen las le^es^^»(ST0 298/2008,FJ6). 

Precisamente, elTOhaelaboradounateorladelarepresentaoiónpolltioafundamentada 

en la oonexión existente entre el dereobo de sufragio aotivo^eldereoho de sufragio 

pasivo, de forma que la jurisprudenoia oonstituoional ha oonoluido que los 

representantes son los que haoenefeotivo el dereohoalapartioipaoiénpolltioa de los 

ciudadanos: 

«[...jiosrepresentantesdan efectividad al dereohode los oiudadanosapartioipar 
-i no de ninguna organización oomo elpartido polltioo-,^que la permanencia de 

tos representantes depende de la voluntad de los electores que la expresana 

través de eleooionesperiódioas,oomo es propio de un Estado demoorátioo de 

Oereoho,^no de la voluntad del partido polltioo.»(STO 5/1983, de4de febrero, 

Asi, una vez que el candidato reoibe el apo^o del electorado, se convierte en 

representantedeloonjuntode la oiudadanla,^nosólode los votantesdireotos, en virtud 

de la prohibición del mandato imperativo (art 573EAO).Esto ha sido reiterado por la 

dootrina oonstituoional,entre otrosala^a mencionada ST010/1983, en la que se afirma 
que «los representantes no lo son de quienes los votaron, sinodetodoelouerpo 

eleotoral». 

Oesde una perspectiva de tutela de los dereohosreoonooidos en elart 2320E, el 

Tribunal Oonstituoional ha significado en la STO 7/1992,de 18de enero (EJ3)^en la 
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citada STO 155/2014,de 28 de Octubre los efectos que puede conllevar para 

una declaración de Inoompafihilldad adoptada sin seguir el^^e^prooedimeotalmeote 

previsto: 

«la existencia de una hipotétioasituaolón de lnoompatll::^llldad,000 arregloatales 

preoeptos, nopuedeserefeotuadaunllateralmente porla Presidenolade la 

Asaml:^lea,ha^aoldoonoalaMesa^alaJuntadePortavooesEstatareaqueda 

reservadaauna comisión parlamentarla,que en laAsambleaOántal^^ra es la del 

Estatutodel Diputado; laoual, además, quedarelegadaaunes atrlbuolonesde 

mera propuesta, pues el Reglamento dé la Asamblea de cantabria reserva al 

Rlenoladeolaraolónfinaldelnoompatll:^llldad,queoonstltu^ealafeotadoenla 

ol^llgaolóndeoptaroderenunolaralesoaño,porloque,aunsllospreoeptos 

legales en vigor hul^leranoonflguradoala pena de suspensión de oargopúl:^lloo 

oomo una oausa de Inoompatll^llldad generadora del oese del Olputado,^no de 
su mera suspensión, el aotoimpugnado hublera sido nulo por presoindir de los 

trámites esenciales del prooedimlento legalmente estal:^leoldo para deolarar este 

tipodeinoompatibllldades.» 

53 En ooherenolaoon loquese aoabadeexponer, la JEO ha optado poruña 

Interpretaolónprudente^restrlotlvade la aplloaolón del supuesto previstoen el art. 8.2 

FLOREO: 

«2^) Esta Junta entiende que el nuevo supuesto de Inelegibilidad Introduoldo por 

laLe^Orgánloa3/2011enelartloulo82.b)LOREO,relatlvoalosoondenados 

porsentenola, aunque no seaflrme, por delitos oontralaAdmInIstraolónRúblloa, 
debe aplloarse,tenlendoenouenta los prlnolplos de Interpretación estrlotade las 

normas penales^delnterdloolón de una Interpretaolónextensiva de las oausas 
de Inelegibilidad.» (Aouerdode3de marzo de 2011). 

Ensuma,sllalnterpretaolón^laaplloaolóndelaleglsladorpenal^eleotoraloorresponde 

a los órganos judiolales pertinentes,la aplloaolón^ejeouolón de las normas relativasa 
las Incompatibilidades^, oomo en este oaso, de las oausas de pérdida déla oondiolón 
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de diputado correspondencia instancia demográfica representativa de que se trate,en 
esteoasoeii^arian^entdeOataiun^a 

Enoonoiusión,iaoausadeinoompatibiiidaddeiosoargoseieotosdeoiaradosineiegibies 

poreiartiouio64oombinadoooneiarte6.2^LOREOoonstitu^^unaformasinguiarde 

privaoión de iaoapaoidadeieotorai pasiva,produoto deia maia téonioaiegisiativaOe 

aouerdoooniaoonfiguraoióniegai dada ai dereoi^o fundamental dei artiouio2320E por 

ei Regiamento dei i^ariamento, esta posibiiidad queda reservadaaiassentenoias firmes 

(art. 24 e),ai iguai que i^aoeiaLe^ 13/2006, Le^ 13/2006, de5de noviembre, deia 
presidencia de iaOeneraiidad^del Gobierno. Oeiooontrario, en oaso de prosperar un 

eventuaireourso que pudiera suponer iaanuiaoión de iaoondena, se podria iiegara 

ooasionar un daño irreparabie no únioamente al diputado de que se trate sino también 

aiouerpoeleotoraiensuoonjunto. 

La^ ^ir^un^tan^ia^ relativas a iae^e^u^ión de iassenten^ias penales. En 

^^n^ret^^ia e^e^u^ión de sentencias n^ firmes. 

En otro orden de oosas, debemos baoerreferenoiaaqueiaejeouoión de unasentenoia 
no firme oomoia referida eniosanteoedentes de este Informe presenta poderosos 

dudas de orden tanto jurldioooomopráotioo 

Oomo es bien sabido, el art. 647 de ia LEOrim prevé, oon oaráoter generai, ia 
prooedenoia dei reourso de oasaoiónoontra sentencias oomoias diotadas por la Sala 

Oivii^Penal dei TSJO, por infraooión de ie^^por quebrantamiento de forma En la 

misma resoiuoión en la que se tiene por preparado eireoursoefeotúaeiempiazamiento 

a las partes para que éstas oomparezoan ante eiTribunai Supremo en elpiazo de 16 
días (art 669 LEOrim)^que ulteriormente se aoordaráono su admisión 

Oeaouerdo oon eiio,el art. 661 bisai^EOrim dispone que iassentenoiasoontraias que 

se pueda interponer reourso de oasaoión no se ejeoutaráni^asta que transourraeipiazo 

señalado para prepararlo. Además de que ios arts. 966^s. i^EOrimestableoen que es 

alamismaSalasentenoiadora(enesteoaso,iaSaiaOivii^PenaideiTSJO)aiaque 
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corresponde la ejecución de sus sentencias una vez que estas sean firmes, es decir, 

después de dictada sentencia por TS o en caso de inadmisión del recurso («Art 988 

LECrim. Cuando una sentencia sea firme, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 141 

de esta Ley, lo declarará así el Juez o el Tribunal que la hubiera dictado [...]»). Sólo se 

prevé expresamente la ejecución provisional de los pronunciamientos relativos a las 

responsabilidades civiles (Art. 989 LECrim). 

A la vista de lo expuesto, a la Junta Electoral Central 

SOLICITA: 

Que tenga por presentado este escrito, por formuladas las anteriores alegaciones y en 

sus méritos acuerde inadmitjr o, en su caso, desestimar los recursos presentados por el 

Partido Popular, Ciutadans-Partido de la Ciudadanía y Vox contra el acuerdo de la Junta 

Electoral Provincial de Barcelona de 24 de diciembre de 2019. 

Palacio del Parlament, 30 de diciembre de 2019. 

Joan Ridao Martín 
Letrado mayoi 
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ACTA 

Presidència del Parlament 
Num. sessió tinguda: 161* 
Dgta de ia reunió: 27.12.2019 

President del Parlament: Roger Torrent i Ramió 

TEMES 

1 Procediment iniciat a la Junta Electoral Central amb motiu dels recursos contra 
l'acord de la Junta Electoral Provincial de Barcelona del 24 de desembre de 

Se'n pren nota i es considera oportú i competent que el Parlament es person! y 
formuli al·legacions. 

En aquest sentit s'acorda traslladar al secretari general la present acta per a 
que doni les corresponents instructions als serveis jurídics de la Cambra, per a 
presentar, amb caràcter urgent, les esmentades al·legacions. 

Palau del Parlament, 27 de desembre de 2019 

2019. 

/ I 
Roger Torrent i Ramió 

* D'acord amb l'autorització de la Mesa del Parlament del dia 23 de gener de 2018 


